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Cambio climático. Transición energética y 
justicia social
La descarbonización de nuestro modelo económico constituye un 
objetivo esencial para cualquier política ambiental e implica una 
apuesta decidida por las energías renovables
Uno de los elementos esenciales en la lucha contra el cambio climático es la transición energética que 
pretende cambiar el modelo actual por el recurso a fuentes de energía más sostenibles y menos 
contaminantes. Este proceso de transición no se presenta rápido ni exento de dificultades, dadas las 
peculiaridades que hoy en día presentan las energías renovables y que pueden constituirse en fuente 
de conflicto y controversia que, de no solventarse adecuadamente, pueden llegar a poner en cuestión 
el mayoritario apoyo social que hoy respalda inequívocamente este proceso de transición.

Un claro ejemplo de los riesgos que mencionamos está 
relacionado con los incrementos súbitos que experimenta el 
precio de la luz en determinadas épocas del año cuando, con 
ocasión de episodios climáticos especialmente adversos, 
coinciden una elevada demanda de energía con la disminución 
de la aportación de las energías renovables al mix energético, 
lo que obliga a recurrir a fuentes tradicionales como el gas o 
el carbón, cuyo coste es mucho mayor, con el resultado de 
un encarecimiento notable de la factura que soportan todos 
aquellos consumidores que tienen contratos en el mercado 
regulado de la energía.

Estos episodios de precios altos de la energía, no solo ocasionan perjuicios a los consumidores 
afectados, sino que son aprovechados por las comercializadoras para realizar campañas masivas de 
captación de clientes para el mercado libre, cuyo éxito explica porque actualmente el porcentaje de 
consumidores domésticos en mercado libre supera al de quienes se mantienen en el mercado regulado. 
Un porcentaje que sigue creciendo, pese a que datos oficiales demuestran fehacientemente que el 
coste de la energía para el consumidor doméstico es inferior, en el medio y largo plazo, en el mercado 
regulado que en el mercado libre.

“El coste de la energía 
para el consumidor 

doméstico es inferior, en 
el medio y largo plazo, en 
el mercado regulado que 

en el mercado libre”
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La consecuencia de este tipo de situaciones es que muchos consumidores, asustados al comprobar 
como se disparan sus recibos de la luz, aceptan las ofertas recibidas y optan por pasarse al mercado 
libre con el consecuente encarecimiento de sus costes anuales por consumo energético. Dándose la 
paradoja de que un número considerable de quienes aceptan estas propuestas son consumidores 
vulnerables que, como resultado de la decisión adoptada, pierden el derecho a beneficiarse del bono 
social eléctrico.

Creemos que resulta imperativo adoptar 
medidas que incidan sobre el modelo actual 
de fijación del precio de la energía, evitando 
estas oscilaciones bruscas en el precio o 
modulando en el tiempo su impacto sobre las 
facturas que han de pagar los consumidores 
domésticos.

De no hacerlo así, estaremos contribuyendo 
a incrementar o perpetuar las situaciones de 
pobreza energética que hoy en día ya afectan 
a un porcentaje muy significativo de personas 
y conllevan un deterioro significativo de sus 
condiciones de vida, cuando no derivan en 
una privación del derecho a acceder a un 
suministro que resulta esencial y necesario 
para el ejercicio de derechos fundamentales.

Asimismo, entendemos necesario que el 
modelo de lucha contra la pobreza energética 
combine las ayudas del bono social para 
aquellos hogares con economías precarias, 
con la regulación del derecho a un mínimo 
vital en materia energética que garantice 
a las personas en situación de exclusión el 
acceso en condiciones de plena gratuidad 
a unos suministros energéticos básicos, con 
unos límites que impidan el despilfarro y el 
consumo abusivo.
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Otra cuestión, relacionada con las energías renovables y que empieza a generar controversia social, es 
la relacionada con las consecuencias sobre el medio ambiente, el paisaje y el sector agropecuario de 
las instalaciones de energías renovables que ocupan cada vez mas espacio en el medio rural.

Así lo demuestran las quejas recibidas en esta Institución procedentes de colectivos ecologistas o 
de vecinos que muestran su oposición a la decisión de instalar parques eólicos o huertos solares en 
determinadas zonas, por entender que los mismos conllevan un deterioro ambiental y paisajístico de 
las mismas.

Aunque estas instalaciones suelen respetar los espacios con algún tipo de protección ambiental o 
paisajística, lo cierto es que los mismos no dejan de alterar unos entornos naturales, desvirtuando 
perspectivas y vistas que forman parte del patrimonio cultural y vivencial de muchas personas y 
poblaciones, cuando no perjudican directamente a quienes han apostado por el turismo rural como 
forma de vida y utilizan el paisaje y el entorno como su principal reclamo.

También comienzan a escucharse las voces de quienes desde el sector agropecuario denuncian que la 
ocupación de suelo de especial valor agrícola o ganadero por estas instalaciones de renovables está 
provocando un incremento en el precio de estos suelos que muchos precisan para el desarrollo de sus 
actividades.

Entendemos que debería acometerse algún tipo de regulación que implique el sometimiento de estas 
instalaciones a procesos de evaluación previos que tengan en cuenta los impactos que las mismas 
generan en las zonas de ubicación y valoren las mejores alternativas posibles para minimizar estas 
consecuencias.

Estas propuestas que formulamos no tienen otro objeto que incorporar una componente de justicia social 
al proceso de transición energética y encuentran su razón de ser en la convicción de esta Institución de 
que la lucha contra el cambio climático solo tendrá éxito si somos capaces de garantizar que todas la 
medidas que se adopten serán justas y respetuosas con los derechos de todas las personas implicadas.
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